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1.              Norma revisada
LEY 1208 DE 2008 (julio 14), aprobatoria del “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998.
 
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 6º del “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998”, bajo la declaración interpretativa consistente en que la imposibilidad de participación del Estado colombiano se refiere exclusivamente a la adopción de la decisión, más no a la viabilidad de intervenir dentro del proceso, con la finalidad de garantizar el ejercicio cabal de su derecho de contradicción y defensa. 
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el resto del “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998”.
Tercero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1208 del 14 de julio de 2008, “Por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998”, bajo la declaración interpretativa consistente en que la imposibilidad de participación del Estado colombiano se refiere exclusivamente a la adopción de la decisión, más no a la viabilidad de intervenir dentro del proceso, con la finalidad de garantizar el ejercicio cabal de su derecho de contradicción y defensa.
3. Fundamentos de la decisión
Subsanado el vicio de procedimiento observado por la Corte en la formación de la Ley 1208 de 2008 (Auto 171/09), relativo al incumplimiento del requisito de anuncio previo a la discusión y votación del proyecto en la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, le correspondía examinar en primer término, el trámite legislativo del Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático (1998). De este examen, la Sala concluyó que la citada ley cumplió a cabalidad con las etapas y requisitos establecidos en la Constitución Política y el Reglamento del Congreso, de manera que la Ley 1208 de 2008, resulta ajustada a la normatividad superior por el aspecto formal. 
En cuanto a su contenido material, la Corte tampoco encontró reparo alguno de constitucionalidad. Este análisis comenzó por señalar, que el Protocolo de Ushuaia (1998) constituye un tratado cuyo objetivo principal apunta a reafirmar la vigencia de las instituciones democráticas como condición indispensable para la existencia y desarrollo en el Mercosur, creado mediante el Tratado de Asunción, cuyos principios y fines se reafirman en el preámbulo del Protocolo. Reiteró que el principio democrático tiene repercusión no sólo en la estructura y acción del Estado colombiano en su interior, sino también en el manejo de las relaciones internacionales, proyectándose en las diferentes esferas en las que se expresa el poder del Estado. Al mismo tiempo, indicó que la democracia se ha convertido en un componente de primer orden en las relaciones entre Estados, bajo supuestos de participación y representación ciudadana en condiciones mínimas de igualdad. 
En el caso colombiano, los artículos 9º, 226 y 227 de la Constitución trazan el derrotero a seguir en materia de relaciones exteriores y procesos de integración regional. De un lado, el artículo 9º se refiere expresamente a que éstas se fundan en la soberanía, el respeto a la autodeterminación de los pueblos y el reconocimiento de los principios de derecho internacional aceptados por Colombia. De otra parte, los artículos 226 y 227 de la Carta enfatizan en la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas sobre bases de reciprocidad, conveniencia nacional, equidad e igualdad, a la vez que en la integración de Colombia con los demás países de América Latina y del Caribe. Como es lógico, los diferentes procesos de integración deben desplegarse en armonía con los demás fines y principios reconocidos en la Constitución Política, entre ellos el principio democrático, base fundante del Estado colombiano. La Corte afirmó que si en el constitucionalismo actual “no hay otra constitución que la constitución democrática”, en el escenario actual de las relaciones internacionales no se concibe un proceso de integración regional que no estimule el respeto de la democracia, pues “sin ésta no tendría sentido hablar de integración”.
Ahora bien, la Corporación precisó que la cláusula de la condicionalidad democrática consiste en un instrumento jurídico a través del cual se supedita la entrega de asistencia económica o se sujeta la participación y toma de decisiones al interior de un organismo internacional, a la vigencia y respeto de las instituciones democráticas en un Estado. Por esta vía, el derecho internacional se convierte en un instrumento para promocionar la democracia. Los antecedentes de esta cláusula se encuentran en el marco de la cooperación económica internacional, aunque recientemente esta exigencia se ha afianzado en los procesos de integración regional, tanto en Europa como en América, en donde se encuentra en el Protocolo de Washington aprobado en Colombia mediante la Ley 210 de 1995, como también, en el “Compromiso de la Comunidad Andina por la Democracia”, aprobado en nuestro país por medio de la Ley 846 de 2003, instrumentos internacionales declarados exequibles por la Corte Constitucional. 
En ese marco, la Corte verificó que el articulado del Protocolo de Ushuaia, resulta acorde con los principios, valores y preceptos constitucionales. No obstante, en relación con el artículo 6º del Acuerdo que exige consenso para adoptar las medidas previstas en el artículo 5º, si bien constituye una expresión del derecho a la igualdad al interior de MERCOSUR y se justifica en razón de la transcendencia e impacto institucional de las decisiones que pueden adoptarse, la exclusión del Estado afectado en el proceso decisorio pertinente sólo puede comprender la decisión como tal, pero desde ninguna perspectiva puede significar la imposibilidad del Estado colombiano de ejercer el derecho al debido proceso (art. 29 de la C.P.), particularmente, en su dimensión de contradicción y defensa, a fin de exponer sus argumentos y pruebas ante los demás Estados Parte, cuando pretendan imponer algún tipo de sanción. Por consiguiente, la Corte declaró la exequibilidad del artículo 6º del Protocolo de Ushuaia, bajo una declaración interpretativa, consistente en que la imposibilidad de participación se refiere exclusivamente a la adopción de la decisión, más no a la viabilidad de intervenir dentro del proceso, con la finalidad de garantizar el ejercicio cabal de su derecho de defensa. Precisó que frente a tratados multilaterales, es válido hacer declaraciones interpretativas que no afecten el objeto y fin del tratado, a menos que estén expresamente prohibidas, lo que no ocurre en esta ocasión. Con esta salvedad, el Protocolo fue declarado exequible en cuanto se refiere a su contenido material. 
